
• Discutir cómo el Acuerdo de Escazú puede catalizar una acción climática inclusiva, 
informada y participativa en América Latina y el Caribe.

• Examinar cómo construir puentes entre el Acuerdo de Escazú y el acuerdo de París para 
apoyar mejor la implementación de la acción climática en la región y el logro de los 
objetivos de desarrollo sostenible (ODS).

• Amplificar las voces de los defensores ambientales e indígenas en la región y discutir 
cómo la implementación del Acuerdo de Escazú puede convertirse efectivamente en una 
herramienta para empoderarles y protegerles en medio de una creciente crisis climática.

EN LA

Resultados COP 27:
Oportunidades para Colombia

Resultados COP 27:
Oportunidades para Colombia

Boletín

Autoras: Ana Malagón Llano y Andrea Prieto Rozo
Diciembre de 2022

Introducción

La vigésimo séptima edición de la 
Conferencia de las Partes (COP) de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre Cambio Climático (CMNUCC), que 
representa el encuentro anual más 
importante sobre acción climática, tuvo 
lugar en Sharm el-Sheikh, Egipto, entre el 6 
y el 20 de noviembre de 2022. En las dos 
semanas de negociación se trataron los 
puntos previamente acordados, más tres 
asuntos que no estaban en la agenda de 
trabajo:

• Pérdidas y daños (PyD).

• Circunstancias especiales de África.

• Artículo 2.1c del Acuerdo de París (que 
trata la consistencia de los flujos 
financieros con rutas de 
descarbonización y resiliencia).

Dos de estos temas son de gran importancia 
para Colombia: pérdidas y daños (PyD), en el 
cual la delegación del país tuvo un rol 
protagónico en los avances, y el artículo 2.1c, 
por lo que significa el financiamiento 
climático en el país.

Dentro de la programación se abordaron 
temas de especial importancia para 
Latinoamérica: 

• El inicio de los diálogos técnicos frente al 
Balance Mundial, cuyo clímax se dará en el 
2023 cuando se evalúen los avances de 
las partes en su acción climática para 

poder reajustar el rumbo hacia la meta de 
1.5º.

• El Programa de Trabajo de Mitigación, que 
se creó en Glasgow, viene a aumentar la 
ambición de este mecanismo dando un 
enfoque sectorial a la implementación.

• La Meta global de Adaptación, de la cual 
se debía trabajar en las métricas y los 
indicadores para llevar la discusión del 
financiamiento hacia la evaluación y 
valoración de las acciones de adaptación. 
Se continuó insistiendo en el compromiso 
de los países desarrollados de cumplir con 
la meta de financiación, y en la necesidad 
de duplicar los recursos para los países en 
desarrollo.

• La Nueva Meta de Financiamiento 
Climático, cuya idea es negociar una 
nueva meta hasta 2024 que permita 
avanzar en la transición financiera 
alineada con los 1.5º del Acuerdo de París.

• Pérdidas y daños (PyD), es un tema 
impulsado por el grupo de los 77 (países 
en desarrollo) que veían la necesidad de 
establecer arreglos de financiamiento 
para las pérdidas y daños resultantes del 
cambio climático, buscando así justicia 
climática.

• En los siguientes apartados detallamos 
algunos puntos importantes que 
surgieron de las negociaciones.

Financiamiento de las acciones
frente al cambio climático

Pérdidas y daños del cambio
climático, ¿quién los va a pagar?

Colombia, al ser un país catalogado como 
país en desarrollo y vulnerable frente a las 
consecuencias del cambio climático, es 
receptor de recursos de cooperación 
internacional canalizados en el marco de la 
CMNUCC, cuyo fin es apoyar y promover 
diferentes esfuerzos para la gestión del 
cambio climático. Todo acuerdo que incida 
en esta temática es de valor estratégico para 
el país, en aras de estimar el presupuesto 
disponible para las acciones de mitigación y 
adaptación.
Durante las negociaciones surgieron diversas 
propuestas, como por ejemplo, la necesidad 
de realizar una reforma del sistema 
financiero global para hacerlo más justo. Por 
esto se articularon las agendas del Banco 
Mundial y del Fondo Monetario Internacional 
(FMI) con la Agenda de Bridgetown, para que 
los países en desarrollo no tengan que 
asumir el pago de las estrategias de 
mitigación y adaptación que implementen.
Por otro lado, no se ha cumplido la meta de 
los 100.000 millones de dólares (MUSD) 
anuales para abordar las necesidades de los 
países en desarrollo en el contexto de 
medidas de mitigación significativas y 
transparencia en la implementación, la cual 
estaba acordada para el 2020. 
Adicionalmente, dicho monto no refleja las 
necesidades reales de lo que está 
sucediendo y de los costos que se están 
asumiendo, razón por la cual los países en 
desarrollo exigen que se revise la cifra, 
además de que se efectúe.
Con respecto a las promesas de recursos 
de países del norte global a los diferentes 
fondos enmarcados en la Convención, fue de 
buen recibo el anuncio de recursos para el 
Fondo de Adaptación (211,58 MUSD), el 
Fondo para los Países Menos Adelantados 
(70,6 MUSD), el Fondo Especial para el 
Cambio Climático (35,0 MUSD) y el Fondo 
para el Medio Ambiente Mundial (5,33 
MUSD), así como la reiteración a las Partes 
que son países desarrollados a cumplir sus 
promesas en los plazos establecidos. De 

Las pérdidas y daños (PyD) del cambio 
climático se refieren a las afectaciones 
causadas por este fenómeno. Anualmente, 
los países más vulnerables deben invertir 
hasta un 10% de su PIB para cubrir los 
costos asociados a estas consecuencias. En 
esta discusión toma relevancia abordar la 
justicia climática, pues países como 
Colombia, que no han contribuido 
mayormente a la emisión de gases de efecto 
invernadero, son los que están asumiendo las 
consecuencias, en todas las dimensiones.
En esta ocasión, la delegación colombiana fue 
una de las que lideró las discusiones en torno 
al tema de PyD, donde en conjunto con el 
trabajo de los grupos G77, la UE y la sociedad 
civil, logró su incorporación en la agenda 
oficial de esta COP. Tuvo un avance evidente 
en cuanto al reconocimiento de “la necesidad 
urgente e inmediata de recursos financieros 
nuevos, adicionales, predecibles y adecuados 
para ayudar a los países en desarrollo que son 
particularmente vulnerables a los efectos 
adversos del cambio climático a responder a 
las pérdidas y daños económicos y no 
económicos asociados con los efectos 
adversos del cambio climático, incluidos los 
fenómenos meteorológicos extremos y los 
fenómenos de evolución lenta, especialmente 
en el contexto de acciones en curso y ex post 
(incluidas la rehabilitación, la recuperación y 
la reconstrucción)”. Como consecuencia, se 
aprobó un fondo destinado a esta causa y se 
indicó establecer un comité de transición que 
facilite su funcionamiento. Los temas 
pendientes a desarrollar son cómo se va a 
operativizar, quiénes van a aportar, qué 
montos y quiénes serán los receptores de este 
fondo.

acuerdo con el Grupo Intergubernamental 
de Expertos sobre el Cambio Climático 
(IPCC), las finanzas globales tienen los 
recursos necesarios para cubrir los costos 
que significa la transformación que requiere 
la meta de los 1.5º. De manera que la 
limitante no es la falta de recursos sino su 
repartición y destinación.
Vale mencionar que la formulación de la 
nueva meta de financiamiento sigue siendo 
muy procedimental y le falta trabajo en lo 
sustantivo; es decir, las discusiones se están 
quedando en planear cómo debería 
funcionar y no dan el siguiente paso, que 
sería el llamado a la acción. Lo que sí se 
reconoce es la necesidad de realizar mayores 
esfuerzos para mejorar el acceso a la 
financiación climática, mediante 
procedimientos de acceso directo, 
simplificado y armonizado.
Se presentó también el Global Shield, una 
iniciativa del G7 para poner en marcha 
financiación y un seguro que cubra 
catástrofes climáticas en los países más 
vulnerables. Este mecanismo ha sido muy 
cuestionado ya que argumentan que las 
aseguradoras no tendrán capacidad para 
cubrir las repercusiones de los eventos 
climáticos de la magnitud, intensidad y 
frecuencia en que están sucediendo, 
además de lo poco justo que sería este 
abordaje, ya que aumentaría la deuda de los 
países vulnerables. El endeudamiento 
impide a los países en desarrollo hacer 
inversiones asociadas con una reconversión 
de su modelo de desarrollo para que sean 
más sostenibles.
Para Colombia es estratégico seguir 
negociando en bloque estos puntos de 
agenda, pues los países del Sur Global tienen 
intereses similares al ser regiones altamente 
vulnerables frente a las consecuencias del 
cambio climático, pero de los menos 
responsables en su origen e intensificación. 
Unir esfuerzos dirigidos a reivindicar la 
justicia climática hará más efectiva la 
operacionalización de dicho concepto.

Adicionalmente frente a este tópico, se 
puso en marcha la Red de Santiago, que 
será el órgano encargado de canalizar la 
asistencia técnica especializada en el 
manejo de las pérdidas y daños (PyD) para 
los países en desarrollo.
Si bien se dieron los avances, queda un 
sinsabor dado que los asuntos pendientes 
son determinantes para lograr poner en 
marcha el flujo de recursos para cubrir las 
PyD, además que las contribuciones 
prometidas para otros fondos en años 
anteriores (Fondo de Adaptación, por 
ejemplo) aún están pendientes. De igual 
forma, algunas personas expertas 
comparten su preocupación frente a este 
nuevo fondo, ¿puede ser este un distractor 
para evadir la ambición de las metas de 
mitigación?
La oportunidad para Colombia es que, al 
ser uno de los países más vulnerables 
frente al cambio climático, puede ser uno 
de los receptores de este fondo. El país ya 
hizo un ejercicio de cuantificar los costos 
que significan las PyD para Colombia, 
monto que rodea los $4,3 billones anuales. 
Durante la COP 27, el presidente Gustavo 
Petro le solicitó al FMI la condonación de la 
deuda de los países en dificultades 
económicas para “que se libere el pago de 
deuda a muchos de los países pobres, a 
todos los países en desarrollo, para que ese 
dinero que hoy va hacia el sector financiero, 
vaya hacia la acción climática”. El poder 
recibir una financiación para cubrir 
específicamente estos costos permite no 
redireccionar recursos destinados para las 
acciones de mitigación y adaptación.

La Acción para el Empoderamiento
Climático y el Acuerdo de Escazú

La Acción para el Empoderamiento 
Climático (ACE) y el Acuerdo de Escazú son 
importantes para Colombia ya que ambos 
esfuerzos apuntan a garantizar el acceso 
libre a la información y velar por su 
transparencia. Asimismo, promueven la 
participación de los diferentes actores para 
incidir en espacios de toma de decisión, 
mientras se protege su derecho a la vida.
En la COP 27 se adoptó el Plan de acción 
sobre ACE (Acción para el Empoderamiento 
Climático), que contempla actividades a corto 
plazo guiadas por cuatro áreas prioritarias 
(coherencia de políticas, acción coordinada, 
herramientas y apoyo, y seguimiento, 
evaluación y presentación de informes), y que 
reconoce –entre otras cosas– la necesidad de 
incorporar un enfoque inclusivo, 
intergeneracional y con perspectiva de 
género. Los avances en el plan de acción son 
de gran importancia ya que el objetivo central 
de la ACE es empoderar a todos los miembros 
de la sociedad para que participen en la 
acción, a través de educación y conciencia 
pública sobre el cambio climático, 
capacitación, participación pública, acceso 
público a la información y cooperación 
internacional sobre estos temas.
A continuación se destacan algunas de las 
actividades relevantes de este Plan:
• Fortalecer la integración de ACE en el 

desarrollo e implementación de políticas, 
planes, estrategias y acciones climáticas 
nacionales. 

• Mejorar la cooperación regional a través de 
diálogos, talleres y consultas regionales 
virtuales y presenciales, antes de los 
Diálogos ACE.

• Incluir de manera significativa a los 
jóvenes, y comprometerse con ellos en la 
acción climática en todos los niveles y 
facilitar la participación inclusiva de 
–entre otros– los niños, mujeres, pueblos 
indígenas y personas con discapacidad, 
en la acción climática, según las 
circunstancias nacionales.

Para lograr el cumplimiento del Plan de 
acción aprobado, el principal reto para los 
países de América Latina es obtener el 
financiamiento y el apoyo técnico con el fin 
de planificar, implementar, dar seguimiento 
y evaluar las actividades nacionales de 
acción para el empoderamiento climático.
Frente al Acuerdo de Escazú y la acción 
climática se desarrollaron espacios de 
discusión donde participaron 
representantes de gobiernos y de 
organizaciones de la sociedad civil y 
comunitarias en los cuales se abordaron 
temas como las oportunidades para 
impulsar la acción climática inclusiva, 
informada y participativa en América Latina 
y el Caribe; la necesidad de incluir las 
obligaciones en términos de derechos 
humanos en las políticas climáticas; el 
reconocimiento del papel de los defensores 
ambientales en la acción climática; y la 
necesidad de trabajar articulada y 
colaborativamente en la región para 
alcanzar acciones efectivas tanto para 
proteger al ambiente como a quienes lo 
defienden, en el actual escenario de crisis 
climática.

Otras decisiones importantes

Balance Mundial. El próximo año tendrá lugar el Balance Mundial, en el que las 
diferentes partes analizan su avance en la implementación de las medidas de mitigación, 
adaptación y medios de implementación (tecnología, financiamiento y capacidades), y si 
estas tienen correspondencia con las metas del Acuerdo de París. En la COP 27 se dieron 
los primeros diálogos técnicos de esta evaluación global que concluyeron con 
sugerencias metodológicas para implementar durante el tercer diálogo que se realizará 
en junio de 2023.

Mitigación. Un aspecto que llama la atención sobre el Programa de Trabajo de 
Mitigación es la duración de su plan (de uno o dos años), un periodo de tiempo muy 
corto en el cual no está claro cómo logrará la reducción de 43% las emisiones para 2030 
(considerando que las Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional –NDC– actuales 
reducirán tan sólo el 3,6%). Se propusieron dos diálogos mundiales al año para seguir 
con el plan de trabajo que inicia inmediatamente y va hasta 2030. Sin embargo, no hay 
una hoja de ruta por lo que quedan algunos vacíos que se deben resolver. Se solicitó a los 
gobiernos revisar la ambición de sus objetivos para conseguir los resultados necesarios 
para 2030. Y, finalmente, no se llegó a un acuerdo para establecer los compromisos 
sectoriales. Aun así, por primera vez, quedó dentro de la decisión del sector energético 
la transición como un asunto prioritario, y que sin duda estará en la agenda de la COP 28. 
Es una transición que tiene que ocurrir, aunque, por ahora, el lenguaje frente a los 
combustibles fósiles siga siendo muy calificativo, es hora de llamar a la acción de manera 
concreta.

Adaptación. La Meta Global de Adaptación, que debe terminar de concretarse en la 
COP 28, se centra en la necesidad de definir el sistema de medición que acompañará el 
seguimiento de los avances sobre estas medidas. Durante la COP 27 se habló por 
primera vez sobre adaptación, y no sólo del financiamiento para la adaptación. Se 
empezó a hablar de criterios para valorar, evaluar la vulnerabilidad, lo que permeará el 
tema de la elegibilidad y de la asignación al definir quiénes son los más vulnerables en el 
próximo escenario de negociación. Por otro lado, es necesario que los países expongan 
sus planes nacionales de adaptación, para avanzar en las discusiones sobre los recursos 
financieros para la adaptación, ya que actualmente la mitigación acapara la mayoría de 
los recursos del financiamiento climático. A pesar de esto, durante esta COP se hicieron 
promesas de recursos para el Fondo de Adaptación (por un total de 211,58 MUSD).

Transición justa y la mitigación. La COP 27 finalizó con un llamado a la eliminación 
progresiva de los subsidios ineficientes a los combustibles fósiles, así como a acelerar los 
esfuerzos para una reducción gradual del carbón inalterado. Sin embargo, la narrativa de 
mitigación no tuvo el desarrollo que se hubiera esperado para pasar al siguiente nivel de 
detalle y mantuvo el uso de verbos que no llaman a la acción. Además, se determinó que 
se sigue permitiendo el uso de combustibles fósiles de bajas emisiones. Aunque la 
ciencia sea enfática en que la reducción de emisiones está atada a un cambio estructural 
del sistema económico actual, es evidente la resistencia de diferentes potencias políticas 
y económicas que insisten en que hay tecnologías y combustibles fósiles de transición.

Género. Si bien durante la COP 27 se recalcó que la justicia climática requiere de justicia 
de género y se instó a las Partes y a las entidades tanto públicas como privadas a 
fortalecer la sensibilidad de género de la financiación climática, para facilitar el acceso a 
la financiación para el clima por parte de organizaciones de mujeres de base, así como 
de mujeres indígenas y de comunidades locales, finalmente no tomaron ninguna acción 
colectiva ni hubo avances sustanciales. Durante este espacio, Colombia lanzó la Hoja de 
Ruta del Plan de Acción de Género del país, documento que integra oficialmente la 
acción climática con un enfoque de género. Esperamos su publicación para conocer a 
fondo los principios y las acciones que se van a implementar, y así poder hacer 
seguimiento a su ejecución y efectividad.

Consideraciones finales

Las negociaciones sobre cambio climático 
siguen siendo una herramienta que, si bien 
tarda en mostrar resultados, es un escenario 
en el que se ponen sobre la mesa temas de 
discusión sensibles para el sistema 
económico y político actual. La vigencia de 
las negociaciones manifiesta la presión y la 
insistencia para lograr un aumento en la 
temperatura menor de 2º, y ojalá 1.5º. Para 
Colombia este espacio es estratégico, y su 
participación ha sido constante, con un 
trabajo de Estado indiferente –aunque con 
diferentes posiciones– a los cambios de 
Gobierno.
Colombia ha manifestado una posición clara, 
y comienza a generar una coalición de países 
sobre temas emergentes en la discusión 
climática. Dentro de estos se cuentan la 
reforma de las instituciones financieras 
internacionales, el canje de deuda por 
naturaleza, y sobre quién debe responder 
por las pérdidas y daños (PyD) en los países 
que ya están sufriéndolas. Para nuestro país, 
esta Convención fue particularmente 
importante porque logró posicionarse y 
hacer visible su nueva agenda climática.
Algunos de los resultados de la COP 27 son 
favorables para el país, pues sus acciones 
frente al cambio climático dependen, en 
gran medida, de recursos de la cooperación 
internacional para poder ser ejecutadas. La 
discusión en torno al financiamiento 
climático, así como la creación del Fondo de 
PyD y las donaciones para el Fondo de 

Adaptación son elementos que pueden 
seguir aportándole a la lucha contra el 
cambio climático de Colombia. Sin embargo, 
el país debe seguir liderando temas como la 
no deforestación, la transición energética 
justa, la eliminación de los combustibles 
fósiles y la financiación de estrategias de 
adaptación, pues son compromisos y 
ambiciones internacionales que se articulan 
con intereses nacionales.
En un ámbito más internacional de estas 
negociaciones, por primera vez se hizo una 
mención en la Decisión Marco al tema de la 
alimentación y la necesidad de abordarlo en 
las negociaciones de cambio climático. Otro 
asunto discutido fueron las Soluciones 
Basadas en la Naturaleza (SbN), que en 
Glasgow no se incluyeron como una 
referencia específica en la Decisión Marco (se 
habló en términos de conservación, 
protección y restauración de ecosistemas). En 
la COP 27, en cambio, sí se logró una mención 
específica y explícita sobre las SbN o 
enfoques basados en los ecosistemas. 
También se dio la primera mención de los 
temas sobre agua, lo que es relevante para 
Colombia, junto con la seguridad alimentaria 
y las SbN, ya que somos un país con una gran 
riqueza hídrica y un gran potencial 
agroalimentario, con la necesidad de 
emprender estrategias que aumenten la 
resiliencia de nuestros ecosistemas y 
sistemas productivos.


